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RESUMEN 
 
 
El presente estudio de caso tiene como objetivo analizar los retos frente al cumplimiento 
del Protocolo de Palermo, en materia de explotación sexual, en el Sistema Institucional 
Colombiano, durante el período comprendido entre los años 2003 y 2014. De manera 
preliminar se indica que dichos retos son político-jurídicos en cuanto a la manera en la  
que se cumplen los tratados internacionales, las obligaciones derivadas de ellos y quiénes 
tienen competencia para desarrollar los mandatos contenidos en los mismos. Igualmente 
existen retos institucionales y organizacionales pues Colombia carece de una estructura 
organizacional clara y la coordinación inter-agencial es escasa en materia de trata. En  
este sentido, esta investigación tiene un enfoque multidisciplinar, puesto que combina 
aspectos propios tanto del Derecho Internacional Público como de las Relaciones 
Internacionales. Para ello, se hará un análisis cualitativo por medio del análisis de datos y 
de literatura académica respecto a la trata de personas en Colombia, con el fin de lograr 
comprender con mayor precisión el panorama actual del país respecto al flagelo. 
 
Palabras clave: Protocolo de Palermo, trata de personas, explotación sexual, Estado 
colombiano, Derechos Humanos 
ABSTRACT 
 
 
The objective of this study is to analyze the challenges inside of the Colombian Political 
System to achieve compliance with the Palermo Protocol, specifically in regards to 
trafficking of persons for sexual exploitation, between 2003 and 2014. First of  all, this 
paper states that all these challenges are both political and legal, when taking into account 
the manner international treaties are fulfilled, the obligations they imply and the actors who 
have to comply with those treaties. Furthermore, there are also serious institutional and 
organizational challenges, since in Colombia not only does this kind of trafficking lacks a 
clear organizational structure, but the coordination between state institutions and non- 
governmental entities is scarce as well. In this respect, this research has a multidisciplinary 
approach that includes elements of Public International Law and International Relations. To 
do this, this case study will make a qualitative analysis through the study of available of 
data and academic literature concerning the trafficking of persons for sexual exploitation in 
Colombia, in order to understand the development of this phenomenon in Colombia. 
 
Key words: Palermo Protocol, human trafficking, sexual exploitation, Colombian State, 
Human Rights 
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INTRODUCCIÓN 
La trata de personas es un fenómeno que se ha presentado a lo largo de los años, no 
obstante es a comienzos del siglo XX cuando logra capturar la atención de los Estados y es 
incluida dentro de la agenda política internacional, por sus implicaciones en materia de 
soberanía y seguridad (Gallagher 2001, pág. 976). Si bien este delito atenta contra los 
derechos humanos, quebranta la libertad y la dignidad de las personas, cabe aclarar que es 
una práctica que implica el uso de la coacción con el propósito de diversas formas de 
explotación, entre ellas la esclavitud (Allain 2009, pág. 454-456). 
Con el paso del tiempo la trata de personas se ha posicionado como uno de los 
delitos más lucrativos. Es una práctica que involucra alrededor de 32 mil millones de 
dólares anuales (Fundación Esperanza 2002, pág. 16) por lo cual no distingue edad, 
condición social, nacionalidad, ni género. No obstante, las mujeres, los niños y las niñas  
son el principal objetivo de las redes de trata, para convertirlos en objeto de negociación y 
explotación (Fundación Esperanza 2002, pág. 15). 
Al respecto, cabe mencionar que conforme a la ley colombiana 985 de 2005 existen 
cinco principales modalidades de trata de personas: explotación sexual, explotación laboral 
o servicios forzados, explotación de la mendicidad ajena, matrimonio servil y extracción de 
órganos. Sin embargo, la explotación sexual que incluye la prostitución ajena, el turismo 
sexual, la pornografía y otras actividades, es la modalidad que predomina, razón por la cual 
será objeto de estudio en el presente artículo académico. 
La trata de personas con fines de explotación sexual ha alcanzado grandes 
proporciones. De acuerdo con el informe sobre trata de personas de la Oficina de Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) “entre 2010 y 2012 se identificaron víctimas 
de 152 nacionalidades diferentes en 124 países de todo el mundo, de las cuales el 53% eran 
explotadas sexualmente” (2014, pág. 6). Con referencia a las víctimas, las mujeres y niñas 
representan el 80% destinado a esta modalidad de trata, teniendo en cuenta que la industria 
del crimen transnacional está basada principalmente en tres facetas: prostitución; trata y 
comercio de mujeres; y finalmente pornografía (Rieger 2007, pág. 231). 
En efecto, la marginación de la mujer, la discriminación, así como la falta de 
educación y oportunidades de empleo, facilita que millones de mujeres sean atraídas por los 
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traficantes y que estos ejerzan control sobre las mismas, sometiendolas a condiciones 
inhumanas. La situación de ilegalidad y precariedad financiera favorece los abusos físicos y 
psicológicos por parte de los delicuentes, quienes convierten a las mujeres en esclavas 
sexuales (Rieger 2007, pág. 232). 
En este sentido, ante la preocupación de la comunidad internacional por el 
crecimiento del delito, los Estados han creado mecanismos para frenar la aparición de 
nuevos casos y proteger a las víctimas. En efecto en el año 2000, los Estados reconocieron 
la necesidad de contrarrestar la trata de personas, por lo cual a partir de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional dieron origen al 
“Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas especialmente mujeres y 
niños” (Brusca 2011, pág. 8). 
Este Protocolo, más conocido como el Protocolo de Palermo, fue el primer 
instrumento universal que incorporó el concepto de trata y abordó todos los aspectos 
relacionados con la misma. La definición de trata de personas abrió la puerta para la 
aplicación del derecho internacional con el fin de contrarrestar el delito y proteger a las 
víctimas, y a su vez facilitó la creación de leyes de orden interno con el mismo propósito 
(Brusca 2011, pág. 9). 
Por su parte, el Estado colombiano ha ratificado una serie de instrumentos 
internacionales, los cuales ha incorporado a la legislación nacional con el fin de fortalecer  
la lucha contra el delito de trata de personas. Al respecto, en el año 2003 el Estado 
colombiano firmó y ratificó el Protocolo de Palermo obligándose a cumplir con los 
compromisos allí dispuestos. Sin embargo, de acuerdo con estándares mínimos de carácter 
internacional que utiliza el Departamento de Estado de los Estados Unidos y organizaciones 
no gubernamentales como Fundación Esperanza o Women´s Link Worldwide, Colombia 
presenta algunas deficiencias en el objetivo de erradicar el delito y específicamente en la 
atención y protección a las víctimas (Diez 2014, pág. 7). 
De esta manera, cabe preguntarse ¿cuáles son los retos frente al cumplimiento del 
Protocolo de Palermo, en materia de explotación sexual, en el Sistema Colombiano (2003- 
2014)? 
7  
De manera preliminar, la hipótesis que guiará la presente investigación, es que los 
retos frente al cumplimiento del Protocolo de Palermo en el sistema colombiano son 
político-jurídicos en cuanto a la manera en la que se cumplen las obligaciones derivadas de 
los tratados y frente a quiénes tienen competencia para desarrollar los mandatos contenidos 
en los mismos. De igual forma, existen retos organizacionales teniendo en cuenta que la 
coordinación interinstitucional en Colombia es escasa y no existe un plan idóneo de 
asistencia a víctimas. 
Ahora bien, la necesidad de realizar el presente artículo académico inspirado en un 
estudio de caso, surge del desafío que representa el delito de trata de personas en Colombia. 
Por consiguiente, este documento pretende efectuar un acercamiento al fenómeno de  la 
trata de personas con fines de explotación sexual, a partir de la descripción del delito y de 
las obligaciones internacionales que surgen para el Estado colombiano. Al respecto, es 
pertinente señalar que si bien en Colombia 70 mil personas son víctimas de trata – 
incluyendo casos de trata interna-, los bajos índices de casos registrados hacen que sea un 
delito poco divulgado, y que no sea incluido como un fenómeno interno dentro de la agenda 
nacional (Fundación Mariano Ospina Pérez 2016, pág. 13). 
El número de denuncias no supera los 200 al igual que el número de sentencias, las 
cuales en su mayoría hacen alusión a la trata de carácter transnacional. Lo anterior obedece 
a que no existe una acción específica que tipifique el delito de trata, lo cual permite que la 
judicialización de los casos sea escasa y que el procesamiento de los victimarios sea débil, 
teniendo en cuenta que regularmente se realiza a través de delitos conexos (Fundación 
Mariano Ospina Pérez 2016, pág. 14). 
De acuerdo con lo anterior, el presente texto busca realizar un aporte académico  
para los tomadores de decisión, con el propósito de que aumenten los esfuerzos en la 
construcción de iniciativas de intervención para contrarrestar el delito y garantizar a las 
víctimas el pleno ejercicio de sus derechos. A su vez, se pretende llegar a aquellos sectores 
vulnerables en donde existen potenciales víctimas, con el objetivo de informar y prevenir el 
aumento de número de casos de trata. 
Finalmente, es pertinente mencionar que se realizó desde febrero hasta mayo del  
año en curso, una pasantía profesional en el área de gestión del conocimiento por parte   del 
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autor en la Fundación Esperanza, organización no gubernamental que propende por 
salvaguardar el respecto, la defensa y la reivindicación de los Derechos Humanos 
vulnerados en contextos migratorios, especializada en la asistencia a víctimas de trata de 
personas. Lo anterior permitió que se sensibilizara y visualizará  con mayor  profundidad 
esta problemática y los retos que enfrenta. 
Presupuesto de obligatoriedad de las normas internacionales 
Existe una controversia doctrinal frente a la relación entre el derecho internacional y el 
derecho interno, la cual se ha analizado desde dos principales teorías: la dualista y la 
monista. Al respecto, los Estados han adoptado criterios para integrar las normas 
internacionales en el ordenamiento interno y determinar la posición de estas normas en el 
sistema jurídico estatal (Monroy 2008, pág. 108). 
En este sentido, bajo una concepción dualista existen dos ordenamientos jurídicos 
distintos, separados y recíprocamente independientes: el nacional y el internacional. En 
efecto, el derecho internacional regula las relaciones entre Estados y el derecho interno las 
relaciones entre personas o entre el Estado y sus ciudadanos. El orden constitucional es 
independiente con el derecho internacional, por lo cual no existe relación de dependencia o 
subordinación (Monroy 2008, pág. 111). 
En esta medida, una norma internacional es aplicable al ordenamiento jurídico 
interno sólo si ha sido incorporada al ordenamiento nacional del Estado transformando ese 
derecho en norma interna. Lo anterior puede presentarse a través de dos mecanismos de 
incorporación: una ley de aprobación y una ley reglamentaria de implementación. Ahora 
bien, cabe señalar que sí hay incumplimiento de dicha obligación, la validez del derecho 
interno no se verá afectada, y la falta imputable al Estado estará limitada a la 
responsabilidad internacional de éste (Lalanne 2013, pág. 2). 
Por otra parte, la concepción monista contempla la existencia de una unidad en el 
ordenamiento jurídico. Sin embargo, se presentan dos variantes, una con primacía del 
derecho interno y otra en donde el derecho internacional prevalece. Bajo esta última 
variante, el derecho internacional se considera norma superior y los sistemas jurídicos de 
los Estados dependen de la misma (Monroy 2008, pág. 112). 
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Según Hans Kelsen, la validez del derecho internacional no depende del 
reconocimiento interno y legal por parte del Estado, teniendo en cuenta que éste último por 
su condición asume obligaciones y adquiere los derechos que el orden internacional le 
impone (1969). En esta medida, la incorporación del derecho internacional en el orden 
interno es automática, por lo que toda norma interna opuesta a una norma internacional 
quedará automáticamente derogada. 
Ahora bien, la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 
celebrada bajo el seno de Naciones Unidas, adoptó una concepción monista con 
preeminencia de la jurisdicción internacional. Conforme al derecho internacional público, 
por “ratificación”, “aceptación”, “aprobación” y “adhesión”, se entiende el acto 
internacional “por el cual un Estado hace constar en el ámbito internacional su 
consentimiento en obligarse por un tratado” (Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados 1969, PARTE I), lo cual quiere decir que “los tratados internacionales, 
diversamente designados como pactos, estatutos, protocolos, convenios o convenciones, 
tienen carácter vinculante para los Estados que los ratifican o se adhieren a ellos” (Naciones 
Unidas 2002, pág. 14). 
En este sentido, es pertinente recordar que a partir de la ratificación, adhesión o 
aprobación de la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional o de alguno 
de sus dos protocolos complementarios, los Estados parte adquieren compromisos 
jurídicamente vinculantes, los cuales de acuerdo con “el principio fundamental del derecho 
de los tratados” -pacta sunt servanda-, están obligados a respetar y a cumplir de buena fe, 
mientras el tratado se encuentre en vigor (Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados 1969,  PARTE II) . 
De acuerdo con lo anterior, dentro de un sistema monista al ratificar un tratado el 
derecho internacional influye directamente sobre el ordenamiento jurídico, sin necesidad de 
una recepción formal por parte de una norma interna (Lalanne 2013, pág. 3). 
Para el caso de Colombia, es preciso señalar que la Constitución de 1991 presenta  
un carácter “mixto” en su relación con el derecho internacional. Lo anterior, es resultado de 
que existen temas relacionados con los derechos humanos y la aplicabilidad del derecho 
internacional  humanitario  sujetos  al  derecho  internacional,  y  otros,  en  los  cuales     la 
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supremacía constitucional y del derecho interno es fundamental (Arévalo y Cerón 2015, 
pág. 349). 
La Constitución de 1991 establece reglas, funciones y principios con el fin  de 
regular la relación entre el derecho nacional con el derecho internacional. En este sentido, 
con relación a la ratificación de los tratados internacionales posteriores a 1991, la Corte 
Constitucional es la encargada de ejercer un control previo para certificar la 
constitucionalidad y legalidad de los mismos, al mismo tiempo que garantiza el 
cumplimiento de los tratados de acuerdo a las reglas internacionales, y limita la ratificación 
de aquellos que pueden llegar a ser incompatibles con la Constitución (Arévalo y Cerón 
2015, pág. 349). 
Al respecto, la Corte Constitucional señala que “los tratados que han sido 
debidamente perfeccionados son de obligatorio cumplimiento para el Estado colombiano” 
(Arévalo y Cerón 2015, pág. 353). Lo anterior obedece en parte a que el Estado colombiano 
al firmar y ratificar la Convención de Viena sobre los Tratados de 1969, debe ser 
consecuente con el principio de pacta sunt servanda en el cumplimiento de los mismos. Por 
lo cual, mientras no se evidencie violación de la normatividad nacional al firmar estos 
acuerdos, existe primacia del ordenamiento jurídico internacional sobre el derecho interno 
(Arévalo y Cerón 2015, pág. 353). 
Por su parte, si bien la Corte acepta la aplicación del principio del pacta sunt 
servanda como instrumento fundamental en la teoria monista internacional, a su vez 
defiende la supremacía de la Constitución de 1991 sobre el derecho internacional. Sin 
embargo, es importante aclarar que se presenta una excepción para aquellos tratados 
internacionales que por su contenido relacionado con los derechos humanos hacen parte del 
bloque de constitucionalidad (Arévalo y Cerón 2015, pág. 356). 
Conforme a lo anterior, Colombia firmó y ratificó el Protocolo de Palermo a través 
de la ley 800 de 2003, la cual establece que las disposiciones del instrumento internacional 
se ajustan a los mandatos constitucionales y recogen en su contenido varios postulados que 
buscan dar cumplimiento a la Constitución. A su vez, el acto legislativo señala que “la 
constitucionalidad del protocolo […], se extiende al campo de los derechos fundamentales 
protegidos  por  la  Carta,  en  un  ámbito  de  especial  relevancia  como  lo  es  el   derecho 
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fundamental de los niños” (Corte Constitucional, Sentencia C-962/03, 2003). En este 
sentido, Colombia adquirió compromisos en la lucha contra la trata de personas, que lo 
obligan a incoporar la legislación internacional a la normatividad interna. 
 
Protocolo de Palermo: instrumento internacional para contrarrestar el delito de Trata 
de Personas 
El aumento de los flujos migratorios, consecuencia de los vacíos y carencias de la política 
social de los gobiernos, facilitó la aparición de nuevas amenazas para la estabilidad del 
sistema internacional. Al respecto, delitos asociados al fenómeno migratorio, entre ellos el 
tráfico y la trata de personas, han sido abordados a partir de diversos enfoques, y estrategias 
que buscan contrarrestar dichos flagelos. 
Bajo este escenario, es necesario aclarar que si bien el delito de trata y el de tráfico 
de personas promueven la comercialización de seres humanos para obtener beneficios 
económicos, son prácticas conceptual y metodológicamente distintas. En concordancia, la 
trata de personas se caracteriza básicamente por la captación forzosa, el traslado mediante 
engaños y la explotación del individuo, a diferencia del tráfico humano donde prevalece un 
acuerdo entre las dos partes y se limita a la movilización de un lugar a otro bajo  
condiciones irregulares (Orozco 2014, pág. 27). 
Ahora bien, con el paso de los años el concepto de trata de personas evolucionó, 
reflejando la necesidad de construir y adoptar un instrumento mundial que a través de 
obligaciones y recomendaciones permitiese a los Estados contrarrestar este delito en 
conjunto. Como consecuencia, en Diciembre del año 2000 en Palermo (Italia), 147 países 
firmaron la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional (Convención de Palermo) que dio lugar a dos documentos de alcance 
mundial. 
En primer lugar está el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por tierra, 
mar y aire, y en segundo lugar el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de 
Personas, especialmente mujeres y niños (Convención de Palermo 2000, pág. 5) más 
conocido como el Protocolo de Palermo, el cual por la pertinencia de su temática de estudio 
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respecto a la trata de personas, será objeto de descripción y análisis en el presente 
documento. 
El Protocolo de Palermo es un protocolo complementario que entró en vigor el 25  
de diciembre del año 2003, y que desde su creación representó un avance en la lucha por 
contrarrestar la trata de personas, teniendo en cuenta que incluyó diversas manifestaciones 
del delito, modificó la noción de víctima, e instauró por primera vez una concepción 
unificada de esta práctica (Brusca 2011, pág. 9). 
En efecto, el Artículo 3º del citado Protocolo señala que la trata de personas se 
constituye por las siguientes conductas: 
La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a 
la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al 
abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o 
beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra,  
con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la 
prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la 
esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos 
(Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 2). 
 
En esta medida, es importante mencionar que el objetivo del Protocolo de Palermo  
es alcanzar “[…] un enfoque amplio e internacional en los países de origen, tránsito y 
destino que incluya medidas para prevenir dicha trata, sancionar a los traficantes y proteger 
a las víctimas […]” (Protocolo de Palermo 2003, pág. 1). No obstante, es pertinente aclarar 
que si bien es considerado un instrumento preventivo, sancionatorio y protector de aquellas 
víctimas del delito de la trata (Orozco 2014, pág. 2), el Protocolo de Palermo fue creado 
bajo un enfoque Criminal o Penal, específicamente con la intención de contrarrestar el 
Crimen Organizado Transnacional (Gómez 2008, pág. 15) y las acciones delictivas que éste 
implica. 
Conforme a lo anterior, dentro del Protocolo el migrante es percibido como víctima 
de redes criminales, por lo cual propone la creación de estrategias de cooperación y de 
normas de acogida internacional para combatir las redes de tráfico y trata de personas, e 
invita a los Estados a implementar programas de prevención y asistencia a víctimas (Gómez 
2008, pág. 15). 
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1. APARTADO METODOLÓGICO 
El presente estudio de caso maneja un enfoque de carácter cualitativo, puesto que pretende 
identificar cuáles son los retos que enfrenta el panorama legislativo colombiano en materia 
de Trata de Personas, con relación a las disposiciones consagradas en la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, especialmente en el 
Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y 
niños. 
Sin embargo, cabe mencionar que el aspecto cuantitativo podrá evidenciarse en el 
presente estudio de caso en la medida en que se expondrán cifras relacionadas con la 
cantidad de víctimas de trata de personas y sus principales características. 
Ahora bien, la revisión documental, en su mayoría, se llevó a cabo a partir de 
fuentes secundarias, tales como informes oficiales, reportes o documentos relacionados con 
la trata de personas. En este punto es preciso señalar que primó el uso de fuentes 
secundarias debido a que por la gravedad de la naturaleza de los casos y por la protección a 
la que las víctimas están sujetas, no fue posible tener un contacto directo con ellas. Por 
consiguiente, se realizó revisión de prensa y de literatura como fuente principal de casos y 
testimonios de víctimas. 
En este sentido, para la elaboración del presente estudio de caso, se revisaron 
diferentes informes y reportes existentes que han contribuido al análisis de la problemática 
de trata de personas en Colombia, tales como los de la Organización de las Naciones 
Unidas, la Organización Internacional para las Migraciones y la Oficina de  Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito en los que se lleva a cabo un análisis comparado de la 
trata de personas en diversos países y se reportan cifras de casos en las diferentes 
modalidades. 
De igual manera, se llevó a cabo un seguimiento al panorama legislativo y judicial 
existente en materia de trata de personas y explotación, a partir de reportes realizados por 
organizaciones como Fundación Esperanza. Lo anterior permitió analizar la evolución de 
ésta práctica, y con ello la de la normatividad colombiana a la hora de tipificar el delito, 
determinar las penas, y adoptar mecanismos de atención y protección a las víctimas. 
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2. PRESENTACIÓN DE RESULTADOS 
2.1 Identificación de las obligaciones y compromisos internacionales que consagra el 
Protocolo de Palermo para los Estados 
El Protocolo de Palermo además de definir el delito de trata de personas, estipula ciertas 
recomendaciones y medidas que los Estados deben adoptar con el fin de tipificar y  
sancionar el delito dentro de sus territorios a partir de su propia legislación (Orozco 2014, 
pág. 16). Por consiguiente, constituye una guía efectiva y vinculante en materia de sanción, 
teniendo en cuenta que los Estados asumen la obligación de combatir la trata a través de la 
cooperación interestatal (Asociación para la Prevención, Reinserción y Atención a la Mujer 
Prostituida 2015, pág. 30). 
Sin embargo, en materia de prevención y protección el Protocolo presenta un 
carácter blando, considerando que recomienda prestar asistencia a las víctimas en la medida 
en que sea necesario y la legislación nacional lo permita (Gallagher 2001, pág. 990). En 
efecto, se observa un carácter optativo en las disposiciones de protección que perjudica los 
procesos de denuncia, reparación de daño de las víctimas, e identificación de factores 
potenciales que facilitan la comisión del delito (Gallagher 2001, pág. 993-995). 
De acuerdo con lo anterior, los Estados están obligados a combatir la trata de 
personas en sus diferentes modalidades de explotación. Para tal fin, y de conformidad con  
el primer párrafo del Artículo 5°, éste instrumento internacional obliga a los signatarios a 
construir un marco jurídico y administrativo que tipifique el delito: 
[…] Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito en su derecho interno las conductas enunciadas 
en el artículo 3 
1 
del presente Protocolo, cuando se cometan intencionalmente 
(Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 3). 
 
Así mismo, el Protocolo penaliza toda tentativa de aprovechar la vulnerabilidad de 
las personas para encaminarlas a cualquier modalidad de explotación. Es decir, sanciona a 
los autores materiales e intelectuales de la trata de personas (Orozco 2014, pág. 36). Lo 
anterior se encuentra consignado en el Artículo 5°, el cual señala que: 
1 
El artículo 3 del Protocolo de Palermo incluye como delito de trata de personas “explotación de la 
prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios  forzados,  la  
esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de  órganos”  así  
como “la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de 
explotación (Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 2). 
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Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para tipificar como delito: 
a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la 
tentativa de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo; 
b) La participación como cómplice en la comisión de un  delito  tipificado 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; y 
c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un de- 
lito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo (Protocolo contra la trata de 
personas 2003, pág. 3). 
 
Ahora bien, en los Artículos 6°, 7° y 8° el Protocolo enumera las medidas necesarias 
para suministrar protección a las víctimas de la trata de personas. En este sentido, sugiere a 
los Estados integrar a las organizaciones no gubernamentales, fundaciones y diversos 
sectores de la sociedad civil en el diseño de estrategias direccionadas a la prevención de la 
trata de personas. Lo anterior con el fin de implementar políticas de índole social, política y 
económica que permitan contrarrestar esta práctica y evitar que el número de víctimas 
aumente. 
De igual forma, el Protocolo recomienda ofrecer a las víctimas una protección 
integral tanto física como psicológica. Conforme a lo anterior, el texto contempla el  
derecho a la confidencialidad del caso, a la protección de la identidad y a conocer los 
procedimientos judiciales y administrativos a los cuales se verán sujetas. A su vez, deja a 
voluntad de cada Estado ofrecer un tratamiento que facilite la recuperación de las víctimas 
(Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 3). Al respecto, el Artículo 6° señala: 
Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la 
recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, […] y en 
particular mediante el suministro de: a) Alojamiento adecuado; b) Asesoramiento e 
información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en un idioma que las 
víctimas de la trata de personas puedan comprender; c) Asistencia médica, sicológica y 
material; y d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación. (Protocolo contra la trata 
de personas 2003, pág. 3). 
 
Por su parte, el Artículo 7° del Protocolo incluye obligaciones para el Estado 
receptor, el cual debe implementar iniciativas que protejan a las víctimas y velen por su 
seguridad dentro de su territorio, considerando elementos de carácter humanitario y 
personal. (Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 4). Al respecto, el Artículo 8° 
señala que: 
1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el  
que ésta tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada 
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en el territorio del Estado Parte receptor facilitará y aceptará, sin  demora  
indebida o injustificada, la repatriación de esa persona teniendo debidamente en 
cuenta su seguridad. 
2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de 
personas a un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tu- viese 
derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en  el territorio  
del Estado Parte receptor, velará por que dicha repatriación se realice teniendo 
debidamente en cuenta la seguridad de esa persona, así como el estado de  
cualquier procedimiento legal relacionado con el hecho  de  que  la  persona  es 
una  víctima de  la trata, y preferentemente de forma voluntaria. 
3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido 
verificará, sin demora indebida o injustificada, si la víctima de la  trata  de 
personas es uno de sus nacionales o tenía derecho de residencia permanente en su 
territorio en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor. 
4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de  personas que  
carezca de la debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea 
nacional o en el que tuviese derecho de residencia permanente en el momento de 
su entrada en el territorio del Estado Parte receptor convendrá en expedir, previa 
solicitud del Estado Parte receptor, los documentos de  viaje  o  autorización de 
otro tipo que sean necesarios para que la persona pueda viajar a su territorio y 
reingresar en él. (Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 4) 
 
 
En cuanto a las medidas de prevención y cooperación, el Protocolo de Palermo en  
su Artículo 9° sugiere a los Estados desarrollar actividades de investigación, así como 
campañas de información con el propósito de combatir la trata de personas. Sin embargo,  
en el mismo artículo, el Protocolo los obliga a acudir a la cooperación internacional para 
mitigar factores asociados a la desigualdad y a la falta de oportunidades, los cuales 
aumentan la vulnerabilidad de mujeres y niños ante este delito. Al respecto, los Estados 
deben adoptar iniciativas educativas, sociales y culturales que disminuyan la demanda de 
beneficios a cambio del sometimiento a cualquier forma de explotación (Protocolo contra la 
trata de personas 2003, pág. 5). Para la prevención de la trata de personas, el Artículo 9° 
dispone: 
1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de 
carácter amplio con miras a: 
a) Prevenir y combatir la trata de personas; y 
b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los 
niños, contra un nuevo riesgo de victimización. 
2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de 
investigación y campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y 
económicas, con miras a prevenir y combatir la trata de personas. 
3. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de 
conformidad con el presente artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con 
organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores 
de la sociedad civil. 
4. Los   Estados   Parte  adoptarán  medidas   o   reforzarán  las   ya existentes, 
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recurriendo en particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de  mitigar 
facto- res como la pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas  
que hacen a las personas, especialmente las mujeres y los niños, vulnerables a la  trata. 
5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como 
medidas educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo  
en particular a la cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar la demanda 
que propicia cualquier forma de explotación conducente a la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños. (Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 5) 
 
 
Ahora bien, las autoridades competentes de cada Estado Parte deben establecer  
redes de información con el fin de determinar casos en donde se intenta sacar a las víctimas 
de los países de origen o se intenta cruzar una frontera internacional sin los documentos 
requeridos. A su vez, el Artículo 10° indica la necesidad de identificar medios y métodos 
utilizados por las organizaciones involucradas en trata de personas; así como de establecer 
posibles medidas para detectarlos: 
1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así como  
las autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre sí, 
según proceda, intercambiando información, de conformidad con su derecho interno,  
a fin de poder determinar: 
a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con 
documentos de viaje pertenecientes a terceros o  sin documentos de viaje son autores  
o víctimas de la trata de personas; 
b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o in- tentado 
utilizar para cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas; y 
c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los fines 
de la trata de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos 
entre personas y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles medidas para 
detectarlos. (Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 5) 
 
 
Sumado a la obligación anterior, el Artículo 10° obliga a los Estados a capacitar a 
sus funcionaros en la prevención del delito, en las medidas para enjuiciar a los traficantes y 
en la protección integral hacia las víctimas, teniendo en cuenta los derechos humanos y las 
cuestiones relativas al niño y a la mujer: 
Los  Estados  Parte  impartirán  a  los  funcionarios  encargados  de  hacer cumplir la  
le y, así como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en 
la prevención de la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, según proceda. 
Ésta deberá centrarse en los métodos aplicados para prevenir dicha trata, enjuiciar a  
los traficantes y proteger los derechos de las víctimas, incluida la protección de las 
víctimas frente a los traficantes. La capacitación también deberá tener en cuenta la 
necesidad de considerar los  derechos humanos y  las cuestiones relativas al niño  y a  
la mujer, así como fomentar la cooperación con organizaciones no gubernamentales, 
otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad  civil  (Protocolo 
contra la trata de personas 2003, pág. 6) 
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Ahora bien, el Artículo 11° correspondiente a “Medidas Fronterizas” recomienda a 
los Estados Parte instaurar controles en su frontera con el fin de prevenir y detectar la trata 
de personas, siempre y cuando atiendan a los límites establecidos por los compromisos 
internacionales: 
Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de 
personas, los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles 
fronterizos que sean necesarios para prevenir y detectar la trata de  personas 
(Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 6) 
 
 
Así mismo, el Protocolo reitera la necesidad de prevenir que los medios de  
transporte dentro de los Estados sean utilizados con fines delictivos y de explotación. Bajo 
este escenario, el Artículo 11° señala que de conformidad con su derecho interno, cada 
Estado tiene la potestad de denegar o revocar visados a personas relacionadas con la trata  
de personas (Protocolo contra la trata de personas 2003, pág. 6). 
Finalmente, el Artículo 12° indica que cada Estado está obligado a garantizar la 
calidad de la documentación de viaje o de identidad, con el propósito de que ésta no pueda 
ser creada, expedida o utilizada para actividades ilícitas: 
Cada Estado Parte adoptará, con los  medios de que disponga, las  medidas que 
se requieran para: 
a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad 
que expida a fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni 
falsificarse o alterarse, reproducirse o expedirse de forma ilícita; y 
b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de 
identidad que expida o que se expidan en su nombre e  impedir  la  creación, 
expedición y utilización ilícitas de dichos documentos. (Protocolo contra la trata de 
personas 2003, pág. 7) 
 
 
2.2 Normatividad del Estado Colombiano en materia de trata de personas 
Ante el aumento de los índices de migración irregular, el gobierno colombiano abre un 
espacio para reconocer el tema de trata e implementar instrumentos para tipificarla y 
combatirla. El Marco Legal en Colombia busca dar lucha frontal a la trata de personas por  
lo cual ha sido modificado a la par de la evolución del delito y en concordancia con las 
disposiciones del derecho Internacional frente el tráfico de personas (Fundación Esperanza 
2002, pág. 75). 
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A continuación se presenta una lista de las principales medidas normativas 
implementadas por el Estado colombiano y su principal aporte en la lucha contra el delito 
de trata de personas. 
 
 
INSTRUMENTO 
NORMATIVO 
PRINCIPAL APORTE 
 
Código Penal 
1936 
Incluye la trata de personas dentro del “proxenetismo”. Castiga a 
quien promueva el ejercicio ajeno de la prostitución con una pena de 
dos a seis años, acompañada de una sanción monetaria. 
 
Ley 100 de 1980 
El Art. 311 tipifica el delito de trata y establece el ingreso o salida de 
una persona, adulta o menor de edad para el ejercicio de la 
prostitución, como requisito para que sea tipificado como tal. 
 
 
Constitución 
Política de 
Colombia de 1991 
Art. 1 Reconoce que Colombia se funda en el respeto de la Dignidad 
Humana de todas las personas 
Art 17. Prohíbe la tortura, la esclavitud, la servidumbre, y la trata de 
seres humanos en todas sus formas. 
Art 44. Estipula garantías para la protección de los derechos del 
núcleo familiar y de la dignidad humana. Al respecto, señala que los 
derechos de los niños deben ser protegidos por la familia, la sociedad 
y el Estado. 
 
 
 
Decreto 1974 de 
1996 
Por medio de este Decreto se crea el Comité Interinstitucional contra 
la Trata de Personas, el cual es un Órgano Consultivo del Gobierno 
Nacional que se encarga de administrar los recursos para actuar frente 
al delito de trata a nivel local y regional. A su vez, mediante este 
decreto el gobierno agrupó a varios Ministerios y a la totalidad de las 
entidades con funciones legales relacionadas con la persecución del delito o 
la atención a las víctimas del mismo. 
 
 
 
Ley 360 de 1997 
Modifica la Ley 100 de 1980 con la inclusión de dos verbos rectores: 
inducir y constreñir. A su vez, cambia los términos mujer y menor  
por persona. es decir reconoce que todos los seres humanos pueden 
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 ser víctimas de este delito. Mantiene vigente el tipo penal por casi 5 
años. 
 
 
 
 
 
 
 
Ley 599 de 2000 
Art. 188. Del tráfico de personas. El que promueva, induzca, 
constriña, facilite, colabore o de cualquier otra forma participe en la 
entrada o salida de personas del país sin el cumplimiento de los 
requisitos legales. 
Art. 213. Inducción a la prostitución. El que con ánimo de lucrarse o 
para satisfacer los deseos de otro, induzca al comercio carnal o a la 
prostitución a otra persona, incurrirá en prisión de dos (2) a cuatro (4) 
años y multa de cincuenta (50) a quinientos (500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Art. 214. Constreñimiento a la prostitución. El que con ánimo de 
lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, constriña a cualquier 
persona al comercio carnal o a la prostitución incurrirá en prisión de 
cinco (5) a nueve (9) años y multa de cincuenta (50) a quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Art. 216. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas para los 
delitos descritos en los artículos anteriores, se aumentarán de una 
tercera parte a la mitad, cuando la conducta: 
1. Se realizare en persona menor de catorce (14) años. 
2. Se realizare con el fin de llevar la víctima al extranjero. 
3. El responsable sea integrante de la familia de la víctima. 
Ley 679 de 2001 Por medio de la cual se expide un estatuto para prevenir y 
contrarrestar la explotación, la pornografía y el turismo sexual con 
menores, en desarrollo del artículo 44 de la Constitución. 
 Realiza modificaciones y adiciones al Código Penal. Al respecto 
incluye los verbos “financie, colabore o participe” y considera el 
término “traslado de una persona dentro del territorio nacional o al 
exterior”.  De  igual  forma,  tipifica  el  delito  y  contiene  las  penas 
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Ley 747 de 2002 
respectivas, así como las circunstancias de agravación punitiva. 
 
 
En esta medida, el Art. 188 A establece que: 
“El que  promueva,  induzca,  constriña,  facilite,  financie,  colabore  
o participe en el traslado de una persona dentro del territorio nacional 
o al  exterior  recurriendo  a  cualquier  forma  de  violencia, amenaza 
o engaño, con fines de explotación para que ejerza prostitución 
pornografía servidumbre por deudas, mendicidad, trabajo forzado, 
matrimonio servil, esclavitud  con  el  propósito  de  obtener  
provecho económico, para sí o para otra  persona  incurrirá  en  
prisión de diez (10) a quince (15) años y una multa de seiscientos 
(600) a mil (1000) salarios mínimos legales vigentes mensuales al 
momento de la sentencia condenatoria” (Art. 188) 
 
El artículo anterior es importante teniendo en cuenta que señala los 
tres elementos del delito: el traslado, la coacción o engaño y los fines 
de explotación. Por su parte, para garantizar la protección de los  
niños y las niñas, la ley 747 establece determinadas circunstancias de 
agravación para quién en la comisión del delito afecte a menores a 
nivel físico o psicológico. 
 
INSTRUMENTOS NORMATIVOS POSTERIORES AL PROTOCOLO DE 
PALERMO 
INSTRUMENTO 
NORMATIVO 
PRINCIPAL APORTE 
 
 
Ley 800 de 2003 
A través esta ley el Estado colombiano firmó y ratificó el Protocolo 
de Palermo, viéndose obligado a actualizar su legislación tipificando 
la trata como conducta ilícita. De esta manera, la legislación 
colombiana incorporó varios elementos de dicho instrumento 
internacional a través de la expedición de la Ley 985 de 2005. 
 Modifica el Código Penal en aspectos relacionados con la descripción 
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Ley 985 de 2005 
de los elementos objetivos y subjetivos así como los relacionados con 
la irrelevancia del consentimiento. 
Al respecto, la Ley 985 de 2005 establece la siguiente definición para 
el delito de la trata de personas: 
"Art. 188A. Trata de personas. El que capte, traslade, acoja o reciba a 
una persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con 
fines de  explotación,  incurrirá  en prisión  de  trece (13) a   veintitrés 
(23) años y una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes". 
 
Por su parte, con el fin de que la penalización, la judicialización y la 
condena de los tratantes sea más efectiva, ésta ley agrega a los fines 
de explotación la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la 
extracción de órganos, el turismo sexual; y deja abierta la puerta para 
otras formas de explotación posibles. 
 
De igual forma, reitera que tanto para el Protocolo como para la 
legislación nacional el consentimiento otorgado por la víctima es 
irrelevante, teniendo en cuenta que en la mayoría de ocasiones esta 
última “[…] ha sido convencida por el victimario de que es tan 
culpable […] en todo lo que ha ocurrido. […] Por lo tanto no importa 
que la víctima acepte ser movilizada a otro lugar,  conozca el  fin  
para el cual va a ser utilizada, o acepte ser explotada, en cualquier 
finalidad […]”. 
 
Ahora bien, la Ley 985 de 2005 en su intento de penalizar el delito de 
trata facilitó el fortalecimiento de las instituciones y de sus 
funcionarios para brindar asistencia y protección a  las víctimas de 
este fenómeno. Al respecto, bajo dicho instrumento legal fue creada  
la  Estrategia  Nacional  contra  la  Trata  de  Personas  que     incluye 
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 medidas de atención, prevención, cooperación internacional, 
investigación y judicialización. 
 
Ley 1257 de 2008 
Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción 
de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se 
reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y la Ley 
de 1996. 
 
Decreto 1069 2014 
El Decreto 1069 regula las competencias, beneficios, procedimientos 
y trámites que deben adelantar las entidades responsables en la 
adopción de las medidas de protección y asistencia a las personas 
víctimas del delito de la trata de personas 
Tabla 1. Elaborada por el autor del presente trabajo de grado con base en la normatividad nacional 
colombiana, con complementación del documento “Tráfico de Personas: Naufragio de Sueños” de Fundación 
Esperanza. 
 
2.3 Evaluación del accionar del Estado colombiano desde la perspectiva de actores 
internacionales y la sociedad civil 
Ahora bien, a pesar de los avances en la creación de instrumentos jurídicos para abordar el 
delito de trata, se observan deficiencias por parte del Estado colombiano en el  
cumplimiento de las disposiciones internacionales, en el manejo de los procesos penales y 
en la atención a las víctimas. 
El Departamento de Estado de los Estados Unidos realiza un informe anual sobre la 
situación de la trata de personas en el mundo, el cual evalúa a los países de acuerdo al  
grado de cumplimiento de los estándares mínimos internacionales que establece el 
Protocolo de Palermo. Al respecto, a partir del año 2002 y por un periodo de 14 años, el 
informe señalaba que si bien Colombia es “fuente de tráfico de mujeres y niños que son 
traficados para explotación sexual y secuestros realizados por grupos terroristas […]” el 
Estado cumple con los requisitos en materia de administración de justicia, protección a las 
víctimas y prevención del tráfico (2002, pág. 38). 
La ley 985 de 2005 representó un avance para contrarrestar éste flagelo e hizo que 
Colombia fuera referente en la región por su estructura institucional contra la trata. No 
obstante, las medidas normativas e institucionales se estancaron, los procesos penales eran 
mínimos y el número de casos de trata de personas aumentó. De acuerdo con informes   del 
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Departamento de Estado entre el 2000 y 2009 de un total de 455 casos solo resultaron 75 
condenas y 193 arrestos. Lo anterior generó que a partir del año 2012 dicha  entidad 
realizara recomendaciones para incrementar los esfuerzos en contra de la trata de personas 
en Colombia. 
Sin embargo, ante la falta de respuesta integral por parte del Estado colombiano, en 
el 2014 y en el 2015 el país pasó del nivel uno al nivel dos, lo cual se traduce en que 
Colombia no cumple actualmente con las normas mínimas para combatir este delito 
(Departamento de Estado de los Estados Unidos 2015, pág. 123). De acuerdo con cifras de 
la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) se calcula que para el 2010 
aproximadamente 70.000 colombianos eran víctimas cada año de la trata de personas, y que 
en promedio habría entre 45.000 y 55.000 mujeres víctimas de trata con fines de 
explotación sexual en el exterior (OIM, 2006). 
Conforme a lo mencionado, el informe del Departamento de Estado de los Estados 
Unidos señala que se presentan falencias en los funcionarios, quienes demuestran 
desconocimiento en materia penal frente a las dimensiones del delito y los recursos 
jurídicos para enfrentarlo (Fundación Esperanza 2002, pág. 77). A su vez, se evidencia 
desarticulación entre las instituciones, lo cual se traduce en fallas dentro del sistema de 
erradicación y en la protección adecuada de las víctimas. 
Por otra parte, el Departamento de Estado de los Estados Unidos señala que no se 
destinan recursos suficientes para luchar contra este flagelo, que no existe cooperación  
entre el Estado y la sociedad civil, que el Gobierno no ofrece las suficientes garantías para 
las víctimas y que el Comité Interinstitucional no reporta avances en la materia (Fundación 
Esperanza 2015, pág. 9). 
De acuerdo con lo anterior, la Fundación Esperanza señala que en Colombia el 
proceso de recepción de casos es deficiente. Ante el desconocimiento, las autoridades 
aplican de manera ineficaz las leyes contra la trata y especialmente contra los delincuentes, 
por lo cual las víctimas temen acudir a la justicia para denunciar, quedando el delito en la 
impunidad. Por consiguiente, se presenta un déficit de pronunciamientos judiciales ante la 
falta de recursos para identificar y atender a las víctimas, lo cual favorece su  
invisibilización (Colombia nos une 2006, pág. 78). 
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Si bien, en Colombia existe un plan de acción como eje de la Política Estatal contra 
la Trata de Personas, los recursos para el restablecimiento de derechos de las víctimas son 
escasos por lo que se dificulta la recuperación integral y la reinserción social (Women´s 
Link Worldwide 2013, pág. 34). El presupuesto otorgado por el gobierno disminuyó con el 
paso de los años, por lo cual para la organización Women´s Link Worldwide resulta 
preocupante que en ocasiones las víctimas que logran escapar a la situación de explotación, 
regresan a espacios donde las condiciones de vulnerabilidad que favorecieron la captación 
de la persona son constantes (Women´s Link Worldwide 2013, pág. 34). 
Bajo este mismo escenario, la Fundación Esperanza señala que el Estado 
colombiano detenta responsabilidad al no garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
fundamentales ni las condiciones mínimas de bienestar, las cuales permitan a las víctimas 
rechazar el proyecto de vida que les ofrecen los traficantes. Al respecto, la trata de personas 
o la explotación, puede verse facilitada o agravada por la situación de vulnerabilidad y 
discriminación en que se encuentran las víctimas. De acuerdo con el Departamento de 
Estado de los Estados Unidos, para 2005 entre 45.000 y 50.000 mujeres víctimas de trata 
ejercían la prostitución fuera de Colombia (OIM 2006, pág. 11). 
 
2.4 Retos en el cumplimiento del Protocolo de Palermo por parte del Estado 
colombiano 
A continuación se presentan algunas de las obligaciones reconocidas por el Estado 
colombiano, derivadas de instrumentos internacionales. En este sentido se procederá a 
realizar un breve análisis comparativo entre la legislación internacional y las iniciativas 
implementadas en el ordenamiento jurídico colombiano, para finalmente esclarecer los  
retos que presenta Colombia para cumplir a cabalidad con las obligaciones contenidas en el 
Protocolo de Palermo. 
En primer lugar, el Protocolo establece la obligación de identificar con garantías a 
las víctimas de trata e informarles sobre sus derechos. Al respecto, los países signatarios en 
la medida de lo posible deben brindar asistencia y amparo a las víctimas de trata; 
otorgándoles protección a su privacidad e identidad. En este sentido, cada Estado tiene la 
responsabilidad de suministrar a las víctimas información sobre procedimientos jurídicos  y 
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administrativos, y de atender a las preocupaciones y opiniones de las mismas sin que ello 
interfiera con su derecho a la defensa. 
En Colombia se han establecido directrices y procedimientos para las autoridades y 
funcionarios competentes referentes a la identificación de víctimas de trata. A su vez, se 
han realizado capacitaciones en género y trata para la aplicación correcta de dichas 
directrices y procedimientos y para aquellas autoridades encargadas de la investigación y 
judicialización de casos de trata, con énfasis en la protección de las víctimas (Women´s 
Link Worldwide 2013, pág. 6). 
Conforme a lo anterior, la capacitación a funcionarios e instituciones se realiza a 
través de la Fiscalía General de la Nación y de la Policía Nacional, de acuerdo con lo 
estipulado en la Ley 985 del 2005, la cual es considerada como un reflejo del interés del 
Estado colombiano de cumplir los compromisos internacionales y los mandatos 
constitucionales en el marco de la lucha contra la trata de personas. 
Este instrumento pionero en América Latina en materia de legislación en el tema, 
además de tipificar la trata como delito, creó el Comité Interinstitucional de Lucha contra la 
Trata de personas en cabeza del Ministerio del Interior y de Justicia con el objetivo de 
coordinar, elaborar, asesorar y proponer políticas, estrategias, acciones, campañas, 
convenios e investigaciones relacionadas tanto con la trata de personas, como con las 
medidas y acciones que se requieran para fortalecer su gestión. 
Por su parte, el Comité dio origen a la Estrategia Nacional contra la Trata de 
Personas, la cual se compone de cuatro ejes estratégicos de acción: prevención, protección  
y asistencia a víctimas; cooperación internacional; investigación y judicialización, los 
cuales son orientadores de la política a partir de cuatro enfoques: género, territorial, de 
derechos e integral (Barragán 2013, pág. 34.). 
Sin embargo, a pesar de las capacitaciones impartidas se percibe desconocimiento 
del delito por parte de los funcionarios y las autoridades encargadas, arrojando un déficit en 
pronunciamientos judiciales, precedentes jurisprudenciales, investigaciones y un número 
mínimo de sanciones. 
De igual forma, Fundación Esperanza señala que ante la falta de coordinación 
interinstitucional no hay cifras congruentes referentes a los casos de trata de personas. No 
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existen indicadores de identificación de las personas víctimas y sobrevivientes de la trata, lo 
cual interfiere con las labores de seguimiento, monitoreo e identificación. En este sentido se 
recomienda crear un Registro Único Nacional de trata de personas, el cual permita acceder 
a datos consolidados con relación al número de víctimas y la tipificación del delito, y de 
esta manera identificar la magnitud real de la problemática. 
En segundo lugar, el Protocolo invita a brindar atención integral a las víctimas de 
trata, protección en el procedimiento penal, así como acceso a compensación y reparación. 
Conforme a esta disposición, los países deben aplicar medidas que respondan a la 
recuperación física, psicológica y social de las víctimas, mediante alojamiento; 
asesoramiento sobre sus derechos jurídicos; asistencia médica, psicológica y material; así 
como oportunidades de empleo y educación. 
Bajo el eje de asistencia y protección de la Estrategia Nacional contra la trata, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y específicamente las oficinas consulares con el apoyo 
de asesores jurídicos y sociales ofrecen diversas modalidades de atención a los usuarios que 
requieren de asistencia en materia de trata. Así mismo, por mandato del Comité Nacional se 
creó el Centro Operativo Anti Trata de Personas (COAT), con el fin de atender a las 
víctimas de ésta práctica, reducir el impacto del delito, restablecer sus derechos y 
desmantelar las redes de trata mediante la conformación de un grupo elite interinstitucional 
(Women´s Link Worldwide 2013, pág. 8). 
Ahora bien, como se mencionó anteriormente la protección de las víctimas está a 
cargo de la Fiscalía General de la Nación, específicamente bajo el programa de Protección  
y Asistencia a Víctimas y Testigos. Sin embargo, de acuerdo con la legislación nacional 
para que las víctimas puedan ser beneficiadas con esta figura, están en la obligación de 
demostrar que fueron objeto del delito de trata y además deben denunciar al tratante, 
situación que las lleva a rechazar la protección (Barragán 2013, pág. 41). 
La identificación de las víctimas se ha convertido en una barrera importante para 
recibir asistencia; las víctimas no desean ser expuestas, por lo tanto el Gobierno debe estar 
en capacidad de brindar protección en un escenario donde el individuo se sienta confiable. 
No obstante, no hay precedente de lineamientos técnicos de atención a las personas 
víctimas y sobrevivientes de trata, lo cual quiere decir que no existe un procedimiento 
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específico. A su vez, no es posible verificar la capacidad técnica y la idoneidad de las 
personas y/o entidades que brindan asistencia (Fundación Esperanza 2015, pág. 17). 
Por otra parte, la política pública de trata de personas está en manos del Ministerio 
del Interior bajo un enfoque criminal y de seguridad, lo cual genera que la atención a las 
víctimas no sea una prioridad, teniendo en cuenta que estas últimas son percibidas como un 
simple cooperante en la lucha contra el crimen organizado (Fundación Esperanza 2015, 
pág. 5). Por consiguiente, los funcionarios deben reconocer las necesidades de las víctimas 
y la complejidad de las circunstancias que han vivido y no continuar victimizándolas. 
Ahora bien, en tercer lugar el Protocolo obliga a los Estados a sancionar y juzgar a 
los tratantes. En este sentido, los países en conjunto con organizaciones no 
gubernamentales, fundaciones y representantes de diversos sectores de la sociedad civil 
deben implementar iniciativas sociales, políticas y económicas que eviten el ejercicio de la 
trata y luchen contra las redes criminales. 
De igual forma, el Protocolo consigna que los Estados deben de adoptar medidas 
legislativas para tipificar en el derecho interno las conductas mencionadas en el Artículo 3° 
del mismo. En Colombia la Dirección de Investigación Criminal de la Policía Nacional se 
encarga de realizar un monitoreo sistemático de las medidas implementadas contra la trata 
de personas. Al respecto, cada seccional de investigación debe atender de manera adecuada 
los casos que implican este delito y brindar asistencia a las víctimas. En este sentido, la 
Jefatura del Grupo de Delitos Sexuales, Trata y Tráfico de Personas realiza un cubrimiento 
nacional sobre los diferentes procesos investigativos, y monitorea los avances en la materia 
(OEA, 2009). 
Por otro lado, fue creado el Observatorio Permanente en Prevención  y Detección  
de la Criminalidad Transnacional, el cual se encuentra a cargo de  la  Procuraduría  
Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, y es el encargado de realizar 
seguimiento a la ejecución de las políticas públicas relacionadas con el tema de trata en 
Colombia (Women´s Link Worldwide 2013, pág. 8). Sin embargo, con  el paso de  los  
años las acciones promovidas por la ley 985 de 2005 se vieron limitadas en  su  
desarrollo. El Estado colombiano disminuyó la cantidad de recursos disponibles y a su 
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vez optó por desconocer la participación de la sociedad civil para contrarrestar el fenómeno 
de trata. 
En cuarto lugar, el Protocolo obliga a cooperar e intercambiar información entre 
países. Los Estados deben establecer acuerdos específicos anti-trata basados en una 
evaluación de las necesidades de las víctimas. En este sentido, es necesario ofrecer 
asistencia técnica y financiera bilateral, facilitar el intercambio de información y establecer 
mecanismos de cooperación con el objetivo de promover la formulación y aplicación de 
estrategias de lucha contra el delito. 
En Colombia bajo la Ley 985 de 2005 se han implementado protocolos de actuación 
y cooperación entre las autoridades, funcionarios y organizaciones no gubernamentales 
especializadas. Al respecto, se han llevado a cabo protocolos especiales de actuación en la 
frontera con equipos multidisciplinares de atención a las posibles víctimas de trata 
(Women´s Link Worldwide 2013, pág. 6). 
Por otro lado, el Ministerio de Relaciones Exteriores bajo la Dirección de Asuntos 
Consulares y Comunidades Colombianas en el Exterior, atiende los casos de trata sobre los 
que tiene conocimiento a través de la denuncia directa de la víctima, de sus familiares o de 
las entidades (Barragán 2013, pág. 39). A su vez, con UNODC se han desarrollado planes 
de acción bilateral y proyectos de seguimiento para promover la cooperación. Al respecto, 
en el 2003 se llevó a cabo la firma del convenio “Lucha contra la Trata de Personas en 
Colombia”, con el Ministerio del Interior y de Justicia, como representante del Comité 
Interinstitucional contra la Trata de Personas. 
Finalmente, el Protocolo establece la necesidad de desarrollar políticas y 
programas de prevención. En este sentido, es fundamental realizar campañas de 
información sobre el fenómeno de la trata de personas, los riesgos que implica, y las 
alternativas de vida en condiciones de no explotación. Los Estados deben promover 
programas de educación, favorecer las opciones para la migración legal y remunerada, 
revisar la normatividad en materia migratoria y finalmente, capacitar a las autoridades 
competentes en prevención del delito de trata de personas. 
Conforme a lo anterior, el Protocolo pretende evidenciar que cualquier persona es 
vulnerable a la trata, por lo cual es importante informar y anticipar a    los ciudadanos sobre 
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este delito, para lograr disminuir el número de nuevos casos. En Colombia, la Ley 985 del 
2005 contempla la prevención del delito a partir de la protección de los derechos humanos, 
reiterando las causas que alimentan la captación de las víctimas como son la desigualdad, la 
pobreza y la discriminación. Al respecto, la Ley estipula que se debe otorgar asistencia a las 
víctimas, velando por su seguridad, integralidad física e inserción social (Barragán 2013, 
pág. 32). 
El Estado colombiano le apostó a la descentralización de la política nacional de 
lucha contra la trata, por lo que fomentó la creación de Comités Regionales, 
Departamentales o Municipales. Lo anterior con el fin de que las administraciones locales 
construyan políticas acordes con la situación de trata en cada una de sus regiones y de esta 
manera la comunicación Nación-territorio fuese más eficiente. Al respecto, para el 2012 el 
79% de las entidades territoriales incluían en su Plan de Desarrollo el tema de trata de 
personas y un 59% de las entidades disponía de presupuesto para hacerle frente al delito 
(Barragán 2013, pág. 38). 
Sin embargo, la descentralización a su vez permite que no exista una línea  
articulada y de recursos en la materia desde el orden nacional con los departamentos, por lo 
cual el vacío de la representación estatal lo han ocupado organizaciones de carácter civil. 
Para el caso de la lucha contra la trata de personas, se observa que en algunos casos la 
implementación de los planes territoriales no se ha logrado validar, por ejemplo, no existe 
evidencia de la creación de centros de protección de las víctimas, ni programas de retorno a 
los lugares de origen, ni medidas de asistencia integral para las mismas (Fundación  
Mariano Ospina Pérez 2016, pág. 10). 
Por otra parte, como herramienta de prevención e información el Ministerio del 
Interior y de Justicia cuenta con una línea nacional gratuita contra la trata de personas, la 
cual de acuerdo con estadísticas de la Organización de Estados Americanos, para el 2009 
registró un total de 7.801 llamadas. Así mismo, se han realizado programas de 
sensibilización pública y campañas informativas para prevenir la aparición de nuevos casos 
(Barragán 2013, pág. 38). 
Por último, teniendo en cuenta que la Estrategia Nacional caducó en el año 2012, el 
Comité Interinstitucional promovió la construcción de la Estrategia Nacional contra la trata 
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2013-2018, edificada sobre los principios rectores de la Ley 985 del 2005. Sin embargo el 
Gobierno formuló el borrador de la nueva estrategia sin contar con la participación de otros 
actores, como la sociedad civil, la academia y principalmente las víctimas (Barragán 2013, 
pág. 40). 
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3.  CONCLUSIONES 
Conforme a lo anterior se puede concluir que si bien el Estado colombiano ha 
manifestado interés y compromiso en hacer parte de la lucha contra la trata de personas, lo 
cual se refleja en la adaptación de los convenios internacionales, en la tipificación y 
delimitación del delito, en la conformación del Comité Interinstitucional y en la creación de 
la respectiva Estrategia Nacional contra la lucha de trata de personas, existen retos que 
requieren de mayor atención. 
Para 2015, 117 Estados eran signatarios y 169 Estados eran parte del Protocolo de 
Palermo. Si bien, estas cifras son significativas, no han sido suficientes para cumplir con  
los objetivos de Naciones Unidas (Brusca 2011, pág. 9). Al respecto, es preciso señalar que 
la definición presentada por el Protocolo y el número de investigaciones y procesos penales 
que se han llevado a cabo a partir del mismo, es un verdadero avance, sin embargo, ante el 
crecimiento del número de víctimas las leyes vigentes son insuficientes (Brusca 2011, pág. 
10). 
De acuerdo con declaraciones del asistente del presidente de Belarús, Valentin 
Rybakov, "El protocolo no es suficiente para detener el tráfico, y más de un tercio de los 
Estados miembros de Naciones Unidas no son parte de él." (Brusca 2011, pág. 14). 
Adicionalmente, algunos países aún presentan dificultades en recoger datos sobre la trata de 
personas, lo cual interfiere en la aplicación de la legislación internacional (Brusca 2011, 
pág. 15). 
Ahora bien, cabe señalar que el enfoque criminal que caracteriza al Protocolo de 
Palermo y que ha inspirado la normatividad del derecho interno en los Estados parte, 
desconoce la vulneración de los derechos humanos a la que se ven sometidas las víctimas 
de trata. De acuerdo con la Fundación Esperanza la trata de personas “[…] degrada al ser 
humano a la condición de objeto transable, que se negocia en cadenas mercantiles, se 
traslada dentro o fuera del país y luego, en el destino final, es sometida a condiciones de 
explotación u otros fines ilegales. […]” (2002, pág. 13). 
En este sentido, si bien la trata de personas es un problema de derechos humanos de 
gran magnitud, el Protocolo de Palermo está dirigido principalmente a contrarrestar a los 
autores  del   delito  (Brusca  2011,  pág.   15).  Por  consiguiente,   no  existe  un    estándar 
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internacional en materia de reparación y el compromiso de prestar asistencia a las víctimas 
y velar por los derechos de las mismas se encuentra limitado a la voluntad de cada Estado 
(Brusca 2011, pág. 15). 
De acuerdo con lo anterior, Piotrowicz afirma que “(…) lo que tenemos en el 
Protocolo de Palermo es un instrumento destinado a abordar la trata de personas través de  
la lucha contra los traficantes, con el reconocimiento limitado de los derechos de las 
víctimas, quienes necesitan de protección y asistencia" (Brusca 2011, pág. 15). De esta 
manera, surge la necesidad de analizar el delito de trata y la condición de las víctimas desde 
el enfoque de los Derechos Humanos. 
Colombia ha mostrado avances para judicializar a las organizaciones dedicadas a 
este delito, en la medida en que ha ratificado tratados internacionales en la materia. Sin 
embargo, la legislación nacional está sustentada en medidas represivas, y presenta 
deficiencias en la formulación de programas de prevención y asistencia. Si bien la  
población colombiana es altamente vulnerable a la explotación sexual, la política pública 
enfocada en la trata de personas desconoce los factores de riesgo y las principales causas 
estructurales del delito, como es el caso de la situación de pobreza y de la discriminación de 
la mujer. 
Lo anterior evidencia la necesidad de promover iniciativas preventivas dirigidas a la 
asistencia y protección de las víctimas desde un enfoque humanitario. Al respecto, se 
requiere que las personas al mando de los procesos penales relacionados con la trata de 
personas apliquen los recursos que brinden mayor protección para las víctimas e impliquen 
mayor castigo a los traficantes (Fundación Esperanza 2002, pág. 77). 
Como consecuencia, el presente artículo académico invita a la reflexión en torno a  
la trata de personas desde una perspectiva más humana, considerando que éste delito 
constituye una problemática que requiere de una respuesta integral y conjunta, y que no 
puede verse condicionada a una perspectiva criminal. 
Las víctimas son el centro de dicha práctica, razón por la cual se deben considerar 
estrategias que respondan a un enfoque de Derechos Humanos, donde se enfatice el carácter 
humano de la migración y se privilegie al individuo. En efecto, este nuevo enfoque ofrece 
servicios de acompañamiento y de protección a las víctimas en favor del bienestar de   éstas 
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últimas y de sus familias, involucrando no solo a los Gobiernos y a las Instituciones 
policiales y administradoras de justicia, sino a la sociedad civil en general (Gómez 2008, 
pág. 15). En esta medida, reconoce la dignidad de la persona víctima de trata sin importar 
su estatus migratorio ni su situación socioeconómica, reafirmando su condición de ser 
humano y de ciudadano. 
El Estado colombiano debe proteger los derechos humanos, la dignidad, y la  
libertad del individuo bajo cualquier escenario de movilidad a través de servicios de 
información, orientación y atención, y de la formulación de recomendaciones en un marco 
de corresponsabilidad (Gómez 2008, pág. 16). A su vez, debe promover espacios de 
educación, sensibilización y reducción de los niveles de pobreza, con el fin de evitar que  
los traficantes logren atraer a las víctimas. 
Por consiguiente, el mayor reto para Colombia en la lucha contra la trata de  
personas es adicionar al enfoque criminal una nueva perspectiva que apueste por medidas 
de aplicación y promoción de los derechos humanos, para cumplir a cabalidad con las 
obligaciones y recomendaciones internacionales estipuladas en el Protocolo de Palermo y 
con el objetivo del mismo. 
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